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			PRÓLOGO

			Resulta claro el papel central del razonamiento público para la comprensión de la justicia. Este reconocimiento nos lleva a una conexión entre la idea de la justicia y la práctica de la democracia, puesto que en la filosofía política contemporánea ha ganado amplia aceptación la idea de que la democracia se entiende mejor como el gobierno por discusión.

			Amartya Sen1

			El Derecho de la Seguridad Social se encuentra en un proceso de reforma permanente en un sentido inequívocamente liberalizador, pero en una fuerte tensión dialéctica entre «garantismo jurídico» y «remercantilización». La legislación «aluvional» y pretendidamente de urgencia (el reclamo a las razones de urgencia y a sus instrumentos técnicos, las autocalificadas «leyes de excepción») lo evidencia de forma visible. Es de señalar la deficiente técnica legislativa que se utiliza para la realización de tan trascendentes reformas de envergadura en la que resalta la utilización sistemática del instrumento normativo del Real decreto-ley, el cual se puede decir que se ha «normalizado», de modo anómalo y disfuncional en términos de seguridad jurídica y de equilibrio entre los poderes del Estado, Ejecutivo y Legislativo.

			Las circunstancias políticas de la anterior coyuntura habían determinado una paradójica situación de «anomia legislativa» y de «espera» respecto a ulteriores reformas, seguramente de envergadura, cuyo sentido político-jurídico estaría, como siempre, fuertemente condicionado por la orientación del Gobierno político en un contexto profundamente cambiado, en el que es de destacar el renacer del consenso político y de la concertación social a través de la renovación en curso del Pacto de Toledo de 2020 y su amplio desarrollo legislativo. La pandemia de la COVID-19 impulsó la legislación social en el marco de lo que pudo ser calificado como Derecho de la Emergencia. Sin embargo, junto a las medidas «excepcionales» coyunturales se aprobaron otras que adquieren vocación estructural y de permanencia (es el caso, paradigmático, del llamado legalmente «Ingreso Mínimo Vital» configurado como una típica prestación económica de carácter no contributivo del Sistema de Seguridad Social). Esta medida, que en sí misma constituye un nuevo «pilar» de nuestro Sistema de Seguridad Social, constituye un fiel exponente del creciente papel que adquiere el vector no contributivo dentro del Sistema jurídico e institucional de la Seguridad Social (art. 41 de la Constitución Española, en relación con los arts. 34.3 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea y 12 y 30 de la Carta Social Europea revisada en Estrasburgo el 3 de mayo de 1996 del Consejo de Europa).

			Es así que el Derecho de la Seguridad Social se encuentra, nuevamente, sujeto a un intenso proceso de cambio cualitativo, a cuyo final —que no se atisba todavía— algo es ya seguro: surgirá un nuevo Derecho más liberalizador, flexible y diversificado en todos sus ámbitos y contenidos. El proceso es inacabado y lo más significativo sea quizás el hecho mismo de que la contingencia y la improvisación se han instalado en el Derecho social, en sus instituciones y en sus estructuras normativas. Quizás ha llegado el momento de llevar a cabo una «planificación» de la reforma del Sistema de Seguridad Social más decidida y coherente con los principios y derechos constitucionales para hacer frente a los desafíos estructurales que plantea la nueva «sociedad del riesgo» en la que estamos instalados. Y sería deseable que se realizara con el máximo consenso posible en el marco del proceso político-social que representa el «Pacto de Toledo» y, asimismo, con la mayor transparencia hacia la sociedad civil, como es propio de una democracia deliberativa y participativa. Es de señalar que, en el marco del Pacto de Toledo, como proceso de política del derecho, se vienen realizando ya abundantes reformas parciales del Sistema de Seguridad Social.

			La última etapa, por ahora, de ese proceso de reformas, con la mirada puesta en particular en la sostenibilidad de las pensiones, la garantía del poder adquisitivo de las mismas, y la necesidad de hacer frente a los retos planteados por el envejecimiento de la población y la transición digital, lo constituye el «Acuerdo Social sobre el primer bloque de medidas para el equilibrio del sistema, el refuerzo de su sostenibilidad y la garantía del poder adquisitivo de los pensionistas en cumplimiento del Pacto de Toledo y del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia», firmado por el Gobierno y los interlocutores sociales el 1 de julio de 2021. El contenido de este Acuerdo se estructura en VII Bloques a lo largo de los cuales se plantean importantes medidas de reforma del Sistema de Seguridad Social que forman parte de un primer bloque de medidas para ser implementadas a corto plazo y se ha materializado, por el momento, en la Ley 21/2021, de 28 de diciembre, de garantía del poder adquisitivo de las pensiones y de otras medidas de refuerzo de la sostenibilidad financiera y social del sistema público de pensiones. El segundo bloque de medidas lo constituye el Real Decreto-ley 2/2023, de 16 de marzo, de medidas urgentes para la ampliación de derechos de los pensionistas, la reducción de la brecha de género y el establecimiento de un nuevo marco de sostenibilidad del sistema público de pensiones (también resultado del diálogo social pero con la ausencia de la patronal), cuyo objetivo fundamental es reforzar la capacidad financiera del sistema con el fin de establecer las bases que garanticen su sostenibilidad en los próximos treinta años. Para ello se lleva a cabo un incremento gradual de la base máxima al tiempo que se amplía la masa salarial sujeta a cotización, se establece una novedosa cotización de solidaridad que grava, también de forma gradual y moderada, la masa salarial que supera la base máxima de cotización y se instaura el denominado Mecanismo de Equidad Intergeneracional (MEI). Otro bloque viene constituido por el Real Decreto-ley 11/2024, de 23 de diciembre, para la mejora de la compatibilidad de la pensión de jubilación con el trabajo. Junto a ello se ha adoptado otro conjunto de medidas complementarias y otras relativas a la mejora de la protección social de los trabajadores por cuenta propia o autónomos. De todas ellas se da cuenta en esta obra, a la espera, no obstante, de otras futuras reformas legislativas en materia de pensiones. Destaca también el Real Decreto 402/2025, de 27 de mayo, por el que se regula el procedimiento previo para determinar los supuestos en los que procede permitir anticipar la edad de jubilación en el Sistema de la Seguridad Social mediante la aplicación de coeficientes reductores.

			De gran impacto, como siempre, en materia de Seguridad Social son las Leyes de Presupuestos Generales del Estado. Sin embargo, la situación actual es anómala porque, ante la falta de consenso parlamentario para la aprobación de una nueva ley de presupuestos generales del Estado, sigue prorrogada la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2023.

			En todo caso, este Manual pretende llevar a cabo un análisis riguroso técnico-jurídico y de política legislativa, que al mismo tiempo sea comprensible por una amplia multiplicidad de destinatarios. Es principalmente —aunque no exclusivamente— un Manual al servicio de la docencia universitaria, nacido en la Universidad, y por tanto, destinado, en principio, a la Universidad. Se dirige, igualmente, a todos los profesionales interesados en esta materia. Contiene un material de trabajo muy válido y eficaz, para los alumnos de los nuevos Grados y Máster universitarios, en cuyos contenidos se integran materias vinculadas al Derecho de la Seguridad Social. Y también es un Manual para que se utilice fuera de las dependencias y enseñanzas estrictamente universitarias.

			Esta obra se ha venido publicando hasta el momento por los mismos autores en las ediciones anteriores (2005-2025) por la Editorial Tecnos, y ahora se ofrece oportunamente actualizada con las importantes reformas legislativas que se han venido realizando. Agradecemos a la Editorial Tecnos su seriedad y profesionalidad y asimismo todas las facilidades dadas para la publicación de este Manual.

			No obstante, a partir de la 9.ª edición dejó de figurar como autor el profesor José Vida Soria, por su expreso deseo de retirarse completamente de toda tarea investigadora y docente universitaria. Lamentablemente, en enero de 2019 falleció. Pero los autores queremos dejar constancia no sólo de su magisterio general, sino además, y más precisa y concretamente, del hecho de que la concepción global y la sistemática de este Manual —que tiene el lector ante sí— es inequívocamente deudora intelectual del pensamiento y de la actividad científica del profesor José Vida. Quede aquí constancia de ese reconocimiento y también del hecho de que para todos nosotros es un honor y una satisfacción el poder continuar una obra que nació bajo su magisterio intelectual y que siempre será tributaria de su quehacer y de sus enseñanzas.

			Desde la 14.ª edición, se incorporó como coautor Juan Antonio Maldonado Molina, Catedrático de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social en la Universidad de Granada; en la 16.ª edición, se incorporó asimismo como coautora María Nieves Moreno Vida, Catedrática de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social en la Universidad de Granada; en la 17.ª edición se incorporó como coautor Antonio Márquez Prieto, Catedrático de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la Universidad de Málaga. Y desde la edición de 2025 el profesor Antonio Márquez dejó voluntariamente de estar presente en este Manual por su expreso deseo de dejar la actividad investigadora y dedicarse exclusivamente a la actividad docente. A su vez, se incorporó como coautora la profesora Marina Fernández Ramírez, Catedrática (acreditada) de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la Universidad de Málaga. Lo cual, es obvio, supone un valor añadido en la elaboración científica de este Manual.

			José Luis Monereo Pérez

			Cristóbal Molina Navarrete

			Rosa Quesada Segura

			María Nieves Moreno Vida

			Juan Antonio Maldonado Molina

			Marina Fernández Ramírez

			Granada, 15 de junio de 2026

			

				
						1 Sen, A.: La idea de la justicia, trad. Hernando Valencia Villa, Ed. Taurus/Santillana Editores Generales, Madrid, 2010, p. 354.
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			CAPÍTULO 1

			LA CONFIGURACIÓN GENERAL DEL «SISTEMA» DE SEGURIDAD SOCIAL (FORMACIÓN Y EVOLUCIÓN HISTÓRICO-CRÍTICA DE LA SEGURIDAD SOCIAL Y DESCRIPCIÓN DEL SISTEMA Y SU FUTURO)

			Sumario: I. Introducción. Un planteamiento general.—1. La «Política» y el «Derecho» de la Seguridad Social.—2. Un esbozo histórico-crítico de la Seguridad Social y su evolución.—A) Los orígenes. Las «técnicas elementales». Técnicas de ayuda y técnicas de previsión/provisión.—B) Las técnicas de ayuda: de la Caridad a la Beneficencia; de la Beneficencia Pública a la Asistencia Social.—C) Las técnicas de Provisión/Previsión Social: del ahorro al Seguro Social.—D) El nacimiento de los Seguros Sociales. Las técnicas «de responsabilidad».—E) «Estado social» y Seguridad Social. Sistemas de Previsión Social. Fundamentos «doctrinales» e institucionalización normativa. El Plan Beveridge y la nueva Seguridad Social.—F) Del discurso a la norma: constitucionalización e internacionalización de los principios y derechos de Seguridad Social.—G) La etapa de la «crisis» de la Seguridad Social: de los «discursos» del «desmantelamiento» a las «prácticas» de la «racionalización» (reducción) de la protección dispensada.—II. Seguridad Social y Asistencia Social en el Ordenamiento jurídico. Aproximación jurídico-conceptual: una cuestión jurídico-práctica de base terminológica. Instituciones de Seguridad Social y de Asistencia Social.—III. La conceptuación normativa (técnico-legislativa) de la Seguridad Social. Panorámica del Sistema de fuentes del Derecho positivo de la Seguridad Social.—1. Los antecedentes inmediatos.—2. El sistema normativo en 1963: la Ley de Bases de la Seguridad Social y su proceso normativo.—3. La «legislación vigente» como problema. Textos articulados, refundidos y normativa complementaria. Del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social de 1994 al Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social de 2015.—4. La Seguridad Social en la Constitución de 1978. La distribución de competencias del Estado y de las Comunidades Autónomas en materia de Seguridad Social.—5. El orden jurídico internacional y comunitario de la Seguridad Social.—A) Las normas internacionales de Seguridad Social.—B) Sobre la existencia de un «Derecho comunitario de la Seguridad Social».—a) Principio de igualdad de trato.—b) Totalización de períodos.—c) No acumulación de prestaciones.—d) Prorrateo de las prestaciones.—e) Exportabilidad de las prestaciones.—C) La Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea.—IV. Una aproximación sistemática a la Seguridad Social: la estructura básica del «Sistema normativo» de la Seguridad Social.—1. Estructura de la Ley.—2. El valor significativo de los Títulos de la Ley. Estudio del Título I.—A) El derecho de los ciudadanos a la Seguridad Social.—B) La Seguridad Social como competencia del Estado y de carácter público.—C) La división del Sistema en prestaciones contributivas y prestaciones «no contributivas».—D) El tema del «Régimen General» y de los «Regímenes Especiales».—a) Origen, sentido, contenido y evolución de los Regímenes Especiales.—b) Los procesos de integración de los Regímenes Especiales.—V. Repensando críticamente el Sistema de Seguridad Social.

			I. INTRODUCCIÓN. UN PLANTEAMIENTO GENERAL

			1. La «Política» y el «Derecho» de la Seguridad Social

			Dentro de la siempre convencional división del ordenamiento jurídico y de la ciencia jurídica en «ramas» especiales, se habla del «Derecho de la Seguridad Social», en relación con la rama especial que comprende tanto el estudio de los aspectos políticos (político-jurídicos), como de los característicos de «técnica jurídica». Por el contrario, se alude a «Seguridad Social» simplemente cuando a los aspectos estrictamente jurídicos y políticos se le añaden otros, de índole fundamentalmente económica, actuarial o sociológica, cosa que resulta inevitable en esta materia para una cabal comprensión de las normas correspondientes.

			Se trata, en todo caso, de un intento de agrupación u ordenación sistemática de las Instituciones jurídicas, que, dentro del Ordenamiento general y en el ámbito del Derecho público, se ocupan de la organización de la actividad de los Poderes públicos —del Estado esencialmente—, encaminada a implantar e instrumentar un determinado «Sistema de Solidaridad Social». Este Sistema se caracterizaría por la directa prestación —«provisión»— de medios a los ciudadanos, en dinero o en especie, para subvenir sus «situaciones de necesidad», económicas y de carácter individual, cuando éstos no pueden por sí mismos hacerles frente de manera suficiente. Ahora bien, no se atiende cualquier necesidad, por relevante que sea percibida por los ciudadanos, sino que las situaciones de necesidad cubiertas son aquellos acontecimientos considerados por cada «comunidad» como atendibles desde el punto de vista social. No obstante, existe ya un «ideal de cobertura» convencionalmente asumido, que por lo general se vincula a la protección frente a las necesidades derivadas de la incapacidad o imposibilidad, temporal o definitiva, de procurarse rentas del trabajo (disminución o anulación de ganancias y/o aumento de gastos).

			La expresión, común y generalizada, de «Seguridad Social», no es unívoca.

			Desechados algunos planteamientos que diluyen el concepto en toda tarea de «buen gobierno» y garantía de «estabilidad social» (Simón Bolívar, Discurso de Angostura, 1819), y prescindiendo de incursiones cronísticas en la búsqueda del origen de la expresión, se puede intentar una aclaración del carácter multívoco de la expresión en los siguientes términos:

			Desde un punto de vista muy general, y fundamentalmente político, «Seguridad Social» aparece frecuentemente como equivalente a «Protección Social Pública», dentro de lo que puede considerarse el esquema típico de un «Estado Social» —perspectiva jurídica—, o «Estado del Bienestar» —perspectiva política, económica y sociológica—, frente a los esquemas de los «Estados liberales» anteriores, y en cierto modo distinto a los de los «Estados socialistas». El Estado Social desarrolla una política de solidaridad («interviene») en las más diversas materias (Economía, Fiscalidad, Educación, Vivienda, Salud, etc.), que extiende las clásicas funciones de todo Estado y que toma como punto de referencia la situación de la población, o de la sociedad, y que se apoya en una idea de Solidaridad social, como instrumento de igualdad, o de un concepto de Justicia social. Dentro de ese conjunto de acciones, la última sería la «Protección Social Pública», instrumentada a través del reconocimiento de técnicas o «prestaciones sociales» (actividad pública «prestacional»), otorgadas a los individuos en los casos de necesidad ya aludidos, socialmente atendibles.

			Pero aun así esa expresión, aunque imprescindible para empezar, es, sin embargo, demasiado amplia como para ser definidora de un conjunto concreto de instituciones jurídicas. Máxime en la actualidad, cuando asistimos a un uso, doctrinal, jurisprudencial y legislativo, diferenciado de los conceptos «Seguridad Social» y «Protección Social». Aunque es el primero y no el segundo el que cuenta con una expresa formulación constitucional, como se verá.

			No obstante, desde este punto de vista amplio, que atiende a esas Instituciones de Protección Social Pública, «Seguridad Social» habría sido hasta hace bien poco tiempo la mejor fórmula de síntesis o de conjunto de los dos grandes ámbitos de intervención en esta materia, es decir, las Instituciones de «Asistencia Social» (antes llamadas «Asistencia pública» y, mucho antes, «Beneficencia», que existen con diversa configuración, finalidad y eficacia, con anterioridad al Estado Social), y las Instituciones mucho más modernas, que se agrupan bajo la denominación de «Previsión Social» (en principio llamadas más simplemente «Seguros Sociales»).

			La expresión «Seguridad Social» así entendida es ya suficiente, a efectos de varios tipos de estudios —económicos, políticos o sociológicos, sobre todo—. Pero, desde el punto de vista institucional estricto y jurídico, sobre todo, sigue siendo insuficiente. En efecto: los dos conjuntos (Asistencia y Previsión Sociales) no tienen una misma finalidad específica, no son instituciones homogéneas, no constituyen mecanismos jurídicos homogéneos y no se rigen por las mismas normas. Es necesario, pues, seguir ese proceso de individualización o especificación.

			La Organización Internacional del Trabajo (OIT) proporciona una concepción amplia y expresiva de la Seguridad Social: «La Seguridad Social es la protección que una sociedad proporciona a los individuos y los hogares para asegurar el acceso a la asistencia médica y garantizar la seguridad del ingreso, en particular en caso de vejez, desempleo, enfermedad, invalidez, accidentes del trabajo, maternidad o pérdida del sostén de familia». La Seguridad Social está claramente delimitada en sus contenidos en los Convenios de la OIT, en los instrumentos de la ONU y en las «Cartas Europeas de Derechos» (Carta Social Europea revisada del Consejo de Europea y Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea) como un derecho social fundamental.

			Este Manual se dedica al estudio de las instituciones jurídicas, que instrumentan en concreto ese Sistema normativo en España. Por supuesto, incluye las necesarias alusiones al Sistema de Asistencia Social y al de Servicios Sociales «interno». Naturalmente, las relaciones entre ambos —Acción Social y Seguridad Social—, incluidos dentro del macroconcepto de Protección Social Pública, no son ni unívocas, ni pacíficas, ni estáticas.

			2. Un esbozo histórico-crítico de la Seguridad Social y su evolución

			A) Los orígenes. Las «técnicas elementales». Técnicas de ayuda y técnicas de previsión/provisión

			La Seguridad Social actual es la resultante de un proceso histórico largo, complejo y nunca acabado —e inacabable—, de técnicas «ideadas» y puestas en práctica, para afrontar la protección de los ciudadanos frente a las situaciones de necesidad económica que pueden sufrir, por lo general derivada de la imposibilidad de trabajar, que se pueden presentar a lo largo de su vida. Inicialmente se centrará en la «clase obrera» —defensa conservadora frente a la «cuestión social»—, pero gradualmente irá ampliando los colectivos de atención, aspirando a incluir a todos los ciudadanos o, incluso, a los «residentes» en determinadas circunstancias legalmente previstas.

			La Seguridad Social no puede ser entendida haciendo abstracción de la historicidad de los modelos en el marco de los diferentes tipos de Estado, puesto que el estado moderno de la Seguridad Social es el precipitado de una evolución histórica.

			Las manifestaciones de protección de las necesidades individuales y sociales son tan antiguas como el hombre. Como dice Durand, «la inclinación por el riesgo y por el deseo de seguridad representan dos tendencias fundamentales del espíritu humano. Una u otra de esas tendencias predomina, dependiendo de cada individuo, pero también de cada época».

			Por tanto, siempre han existido personas que en previsión de una necesidad futura han puesto los medios para reparar las consecuencias de esos futuros siniestros. Hay sujetos que tienen una mayor inclinación a la previsión que otros, y esto también ocurre a nivel social: hay sociedades más propensas a mirar al futuro, a prever y planificar, que otras, y esto también es reflejo del momento histórico.

			Paul Durand y Augusto Venturi, en sus monumentales y clásicos Tratados de Seguridad Social, diseñaron al respecto un paradigma que ha sido seguido desde entonces casi universalmente. Distinguieron, por lo que aquí interesa, entre técnicas de «ayuda» y técnicas de «provisión». La «ayuda» se obtiene cuando ya se ha producido la situación de necesidad —se ha actualizado el riesgo o evento en daño—, de modo que se trata de «asistir» a —«salir en ayuda de»— quien la experimenta para superarla, o paliarla. La «provisión» es propiamente la acción de prever, más la de predisponer los medios que previsiblemente servirán para remediar esa situación de necesidad, para cuando llegue, si llega, pues algunas son inciertas o aleatorias.

			Dentro de esas dos grandes maneras (técnicas) de afrontar «situaciones de necesidad», se han desarrollado múltiples fórmulas que venían a instrumentarlas, tanto en el plano individual como en el ámbito colectivo o social.

			B) Las técnicas de ayuda: de la Caridad a la Beneficencia; de la Beneficencia Pública a la Asistencia Social

			Por su mayor simplicidad organizativa y urgencia, las técnicas de «ayuda» son quizás las más antiguas. Al margen de la «asistencia familiar» —incluso bajo su formalización moderna como «obligación de alimentos» del Código Civil—, las «instituciones caritativas» —religiosas o no— pueden ser, y son de hecho, el ejemplo de lo que aquí se está tratando. Ambas constituyen los ejemplos más relevantes de las denominadas técnicas inespecíficas o indiferenciadas de atención asistencial a necesidades sociales.

			Por lo que refiere a la «caridad organizada» —cuya «esencia» bien puede haberse transmutado en el contemporáneo «voluntariado social»—, el español Juan Luis Vives (De subventione pauperis) se ha ganado el título de adalid doctrinal en esta causa; y la Ley de Pobres británica (Poor Law, 1661) la de ser la enseña originaria de los sistemas normativos europeos de «Asistencia Pública».

			La Beneficencia pública ocupó desde final del xviii un lugar en todas las teorizaciones e instituciones de los Estados liberales posteriores. Con un carácter restringido en cuanto a su campo de acción, dirigido a la lucha contra los casos extremos de pobreza —lo que hoy se llama, si bien el término es más amplio y abarca más colectivos, «exclusión social»—, y lleno de cautelas políticas y jurídicas para evitar los posibles «abusos» y «excesos» a que pudiera dar lugar la fórmula asistencial. En ese marco, la Beneficencia pública se mantuvo durante el siglo xix y bien entrado el xx.

			En esta época, para España, la Constitución de Cádiz de 1812, en su artículo 321, había puesto a cargo de los Ayuntamientos «cuidar de los hospitales, hospicios, casas de expósitos y demás establecimientos de beneficencia, bajo las reglas que se prescriban». La primera Ley General de Beneficencia fue de 6 de febrero de 1822, y se propuso ante todo racionalizar el sistema de Beneficencia pública. Las principales características de la beneficencia pública son:

			— Se dirigía a todos los ciudadanos, no sólo a los trabajadores asalariados.

			— Su financiación recaía sobre el Presupuesto público (del Estado o de la Entidad pública correspondiente), y no existían pues cotizaciones específicas.

			— Las contingencias que se protegían eran variadas, y respondían todas a estados actualizados de necesidad, por lo general de carácter sanitario y de vivienda, o acogimiento.

			— Las prestaciones podían ser —lo eran preferiblemente— en especie, y excepcionalmente en dinero —ayudas de emergencia—.

			— No estaban predeterminadas con carácter de continuidad, de modo que podían instaurarse y anularse.

			— La gestión era llevada a cabo por el ente público correspondiente, de modo directo o preferiblemente de modo indirecto (a través de fórmulas análogas a las concesiones públicas).

			— Las prestaciones a otorgar no daban lugar a un derecho subjetivo perfecto cuyos titulares fueran sus posibles beneficiarios, sino que dependían básicamente de los fondos disponibles al respecto en lo que hoy se diría cada ejercicio económico.

			— Y por fin, como colofón de todas esas cautelas, las eventuales prestaciones a otorgar se filtraban por medio de la llamada «prueba de necesidad», es decir, la demostración por parte del potencial beneficiario de la carencia de otros recursos para subvenir la necesidad, o simplemente la total carencia de recursos (en un rasgo de exasperación «burocratista» se instauró en España la llamada «Cartilla de pobre» —DNI de pobreza— para acreditar con agilidad esa circunstancia).

			— En ocasiones, la cautela llegaba al extremo de que quienes accedían a prestaciones de beneficencia perdían sus derechos ciudadanos (derecho al sufragio) mientras se mantuvieran como beneficiarios de las prestaciones.

			Estas características permiten adivinar que las acciones de Beneficencia no tuvieran virtualidad práctica social. Ni siquiera la de evitar desórdenes sociales o inestabilidades políticas.

			Es muy gráfica al respecto la evolución que experimenta el mismo nombre de esas acciones y, por tanto, esas Instituciones, que se agrupan bajo la denominación «Beneficencia», evolución terminológica que deriva a la más edulcorada de «Asistencia Pública», primero, y muy poco después, ya generalizadamente, a la expresión «Asistencia Social», que es la que hoy se utiliza comúnmente.

			C) Las técnicas de Provisión/Previsión Social: del ahorro al Seguro Social

			a) El ahorro. El ahorro es el más simple de los procedimientos utilizados para la cobertura de los riesgos sociales. Es una técnica por la cual un sujeto (el ahorrador) renuncia a un consumo actual en previsión de una necesidad futura. Como se ve, exige un juicio de valor sobre prioridades de consumo y un pronóstico sobre el futuro. Es una técnica especialmente poco dotada para la cobertura de riesgos sociales, por los numerosos inconvenientes que presenta, y que no se compensan con las eventuales ventajas que pudiera tener.

			Inconvenientes:

			— De índole material: los grupos sociales más desfavorecidos son los que encuentran más dificultades para constituir ahorros.

			— De índole psicológica: «Una necesidad actual es más vivamente sentida que una necesidad futura».

			En este sentido, es muy significativa la siguiente idea: «quien podría ahorrar no lo necesita y el que lo necesita no puede ahorrar».

			Ventajas:

			Las ventajas se podrían adjetivar del siguiente modo:

			— De índole moral: autosatisfacción que obtiene el ahorrador al comprobar que fruto de su sacrificio y esfuerzo obtiene solución por sí mismo. El individuo se libera por sí mismo de la necesidad.

			— Procedimental: el ahorrador puede disponer con una gran rapidez y facilidad del dinero, sin tener que esperar a procedimientos indemnizatorios.

			— Y económica: frena la tendencia al consumo, lo cual puede ser económicamente conveniente según cuál sea el ciclo económico.

			Esta modalidad se institucionalizará dando lugar a diversas formas de ahorro colectivo que en España se materializaría con la creación de los Montes de Piedad (1702) y la generalización de las Cajas de Ahorro en la segunda mitad del siglo xix.

			b) El seguro privado. La técnica de «Previsión/Provisión» más incisiva es la clásica institución del «Seguro privado». A través del seguro privado un asegurador, mediante precio y con ánimo de lucro, garantiza a los asegurados la percepción de cantidades predeterminadas cuando el riesgo asegurado se actualiza, esto es, cuando se convierte en siniestro; ello mediante la utilización de la técnica actuarial de la dispersión de riesgos, que impone naturalmente que haya un colectivo asegurado (el seguro de un individuo aislado es prácticamente inconcebible; y, por el contrario, es estadísticamente inconcebible que todo un colectivo, homogéneo en sus riesgos, sufra a la vez el siniestro asegurado…). La técnica del seguro privado es, sin embargo, inadecuada para la cobertura de los denominados «riesgos sociales». Aparte de compartir los inconvenientes del ahorro ya dichos, el ánimo de lucro hace caro el aseguramiento, además de que provoca una decisiva selección negativa de los riesgos a asegurar (riesgos malos, que son precisamente los que afectan a los trabajadores y las clases bajas en general). La virtualidad del seguro privado es, pues, limitadísima en el orden social.

			c) Los seguros mutuos. A corregir esta limitación, y desde muy antiguo, especialmente se organizaron compañías Mutuas (mutualidades, con diversas pero análogas denominaciones) de aseguramiento —Seguros Mutuos o Mutualismo—, en donde el colectivo de asegurados venía a sustituir a la entidad mercantil aseguradora —principio de atención mutualista—. Es pues el colectivo, generalmente identificado por la pertenencia a una misma actividad económica o profesión, el que decide voluntariamente asumir su propia protección frente a necesidades sociales futuras, repartir las cargas entre todos ellos y gestionar colectivamente los fondos creados a tales fines. De este modo, se intentaba suprimir el ánimo de lucro y sus secuelas negativas.

			En el ámbito de la clase obrera estos intentos de autoorganización se multiplicaron y se consolidaron, con diversas características y pujanza, en función de los diferentes marcos culturales. Las organizaciones mutuales han pervivido hasta la actualidad, y se muestran útiles en algunos sectores corporativo-profesionales.

			Pero, además, se produjo una coincidencia histórica, más pintoresca que decisiva, para consolidar su falta de virtualidad social. Se trató del uso inicial que el movimiento obrero hizo de esas organizaciones mutuas para apoyar su autoorganización: en efecto, las primeras coligaciones y asociaciones obreras utilizaron las entidades mutuas como camuflaje jurídico para desarrollar su organización y sus actividades; aparte de eso, el movimiento obrero no dudó en usar como incipientes cajas de resistencia los fondos mutuales, con lo cual los fines asistenciales se esfumaron, si es que alguna vez habían tenido base consolidada. Esta situación acompaña a toda la Historia social del siglo xix.

			Precisamente, la situación en ese ámbito es cada vez más tensa y desestabilizadora del orden social capitalista. Alemania, país de Revolución industrial más tardía entre las potencias europeas, sorprenderá con el primer gran «hito» de lo que genéricamente se denomina «la Seguridad Social», y que no es otro que la «invención», sobre la técnica del aseguramiento colectivo, de los «Seguros Sociales», primera gran técnica específica de Previsión Social.

			D) El nacimiento de los Seguros Sociales. Las técnicas «de responsabilidad»

			En efecto, el gobierno del canciller Von Bismarck en Alemania anuncia en el Parlamento, en 1883, la creación de unos «Seguros Sociales». Su sentido político está y estará marcado por la frase del discurso correspondiente en donde el canciller dice: «Con estas medidas […] vamos a cortar la hierba debajo de los pies a los señores socialdemócratas.» En esa estela política, entre 1883 y 1889, se instauran en Alemania los grandes ejes de la protección social «previsional»: los seguros de enfermedad, de accidentes de trabajo y de invalidez y vejez. Se trata de la aparición de la primera gran medida política —el primer gran hito— y normativa de institucionalización del «Seguro Social».

			El sentido nada filantrópico de la medida, su sentido de «contención» de la desestabilización social, es palmario. El Seguro Social está dirigido a los obreros industriales; se basa en una cotización parcialmente empresarial, en una gestión pública o semipública, no lucrativa, que da lugar a Cajas independientes, y, sobre todo, la adscripción al Seguro Social es obligatoria. Como la «Legislación Social Obrera», en el ámbito del trabajo por cuenta ajena, la «Legislación de Seguros Sociales» se evidencia como una colosal medida defensiva y de reacción conservadora frente al peligro subversivo de la «Cuestión Social».

			No sorprenderá, pues, que esta técnica de Seguro Social coincida en el tiempo prácticamente con otra dirigida a la protección contra accidentes de trabajo, basada en una concepción evolucionada de la responsabilidad empresarial. En España se aprobará una Ley del mismo tipo en 1900, aunque en ella sólo se declaraba la responsabilidad empresarial por los accidentes de trabajo de sus obreros; es decir, que no era propiamente un Seguro Social lo que se establecía. El mecanismo de esta otra técnica puede describirse así: en principio, el empresario es responsable de los efectos de los accidentes de sus trabajadores, por aplicación de la normativa general de carácter civil, lo cual no tiene prácticamente virtualidad social protectora alguna. El aseguramiento es obligatorio, pero se puede llevar a cabo con entidades privadas, mutuas empresariales o públicas. El Seguro de Accidentes, con ser considerado un Seguro Social, es seguro de responsabilidad empresarial; y así persiste, con modalizaciones, hasta la actualidad, en donde se inserta en el Sistema legal e institucional de la Seguridad Social.

			El proceso de la implantación de los Seguros Sociales siguió varios caminos, en sintonía con las concepciones político-jurídicas de cada época: en concreto se arbitró esencialmente la fórmula de «libertad subsidiada», que suponía la voluntariedad de adscripción al sistema y la colaboración pública en la financiación del seguro (técnicas de incentivos, que siguen utilizándose hoy día), hasta la plena implantación del principio de obligatoriedad.

			E) «Estado social» y Seguridad Social. Sistemas de Previsión Social. Fundamentos «doctrinales» e institucionalización normativa. El Plan Beveridge y la nueva Seguridad Social

			En los años posteriores a la Segunda Guerra Mundial, en los países de Europa se siguen desarrollando experiencias expansivas de los Seguros Sociales. El siguiente gran hito de la evolución de la Seguridad Social está constituido por la aparición de lo que se llamó por primera vez, de un modo consolidado, la «Seguridad Social». Ello se produce a la estela de la gran depresión económica de los Estados Unidos (1929), de la Segunda Guerra Mundial y, sobre todo, de la posguerra en Europa, acontecimientos que ocupan más de una década y que se interrelacionan de modo indudable.

			La gran depresión estadounidense —cuyos efectos duraron más de diez años y que golpeó evidentemente a Europa— desembocó, por lo que aquí interesa, en la emanación de una Ley denominada Social Security Act (1935). Es en ella donde por primera vez se usa esta expresión en un texto normativo.

			Antes de la Segunda Guerra Mundial, en Inglaterra aparece la figura de Keynes y sus obras de teoría económica, que aportan al pensamiento político-económico y a la acción política una nueva forma de manejar las crisis de la economía liberal, manera que se denomina casi ritualmente como «keynesianismo». Se trataba de activar la economía, convirtiendo al sector público en su dinamizador a base de operar sobre «la oferta». El presupuesto público debía ser el dinamizador de la oferta, promoviendo obras (actividad económica) que generarían empleo, salarios (por lo que aquí interesa), consumidores, en suma, y al final demanda, que a su vez animaría nuevas ofertas, arrastrando pues el ciclo económico general.

			Por otra parte, en el Reino Unido aparece en esa época el llamado Plan Beveridge: son dos famosos e influyentes Informes, el primero, de 1942, titulado Social Insurance and Allied Services, y el segundo, Full Employement in a Free Society, de 1944. En ellos se contenían las propuestas básicas para una reforma radical de los sistemas de Protección Social inglesa, en dos direcciones: la reorganización administrativa de un sistema caótico e ineficaz y, en definitiva, obsoleto; y la orientación de esa reorganización en función de las doctrinas keynesianas. W. Beveridge, miembro del Partido Liberal, traspasado al Conservador, no muy afortunado en la política y sobre todo buen conocedor de las instituciones británicas de Protección Social, propuso un plan de reforma de la Seguridad Social como una parte de la lucha general contra los «cinco gigantes» (necesidad, enfermedad, ignorancia, miseria y vagancia).

			Ése fue el inicio de una reconstrucción de los sistemas de Previsión Social y el nacimiento de la Seguridad Social moderna, un sistema que acompañaría al individuo, en frase de W. Churchill, «desde la cuna hasta la tumba». En realidad, el programa que se inauguraba era todo el programa de lo que después se teorizó bajo el nombre de Estado social, o Estado del Bienestar, aunque en la práctica se limitó a la reorganización profunda de lo que hasta entonces era materia de Seguros Sociales y Asistencia Pública. El éxito de sus formulaciones fue fulminante.

			Renunciando aquí a la descripción detallada del nuevo sistema, en el marco de este Manual sí puede ser provechoso recordar sus rasgos básicos:

			— la universalidad y la generalización de determinadas prestaciones (la sanitaria, señaladamente);

			— la uniformización y presupuestarización de las prestaciones de Seguridad Social (elemento este permanentemente olvidado), y

			— la inclusión en un solo Sistema de medidas de Previsión Social, modernizada, y otro de Asistencia, que desempeñaría un papel residual. Todo ello dentro de las competencias básicas del Estado central.

			Se trataba, en suma, de fundir en un mismo Sistema unitario y completo —Sistema de Seguridad Social— los múltiples regímenes de Seguros y de Asistencia Pública hasta el momento existentes. Con una fuerza inusual, el discurso pronto se tradujo en normas, y las normas en prácticas, de modo que la oleada de transformaciones a la estela del Plan Beveridge fue inmediata.

			Se ha de recordar una vez más que se estaba ya plenamente dentro de un nuevo modelo de Estado, que, denominado «del Bienestar», ya había saltado o irrumpido en los textos constitucionales de los países más desarrollados —Derecho Constitucional Social—, así como en los textos internacionales —Derecho Social Internacional—. La conformación del Estado prestador de servicios a la comunidad, a la población, dentro del cual el Sistema de Seguridad Social, como conjunto más consolidado de «derechos de prestación social» o «libertad real», se constituyó naturalmente en su núcleo, anclará sus fundamentos en el máximo plano normativo. No obstante, lo hará de una forma notablemente peculiar —más debilitada y equívoca— respecto a los principios, técnicas y garantías típicos de los «derechos de libertad» e «igualdad» formales.

			F) Del discurso a la norma: constitucionalización e internacionalización de los principios y derechos de Seguridad Social

			En el plano de las normas y de las prácticas, los hitos más rutilantes de esa época fueron la instauración de la Seguridad Social de Nueva Zelanda —construida prácticamente desde la nada y, por tanto, sin las rémoras de la tradición—, enteramente presupuestarizada y universal, de Canadá, Australia y los países nórdicos de Europa (auténticos mitos de la época). Por su parte, en Europa, las profundas transformaciones del sistema británico acapararon la atención, ensombreciendo las de Francia y, en menor medida, de Italia, en donde, sin embargo, se seguían produciendo avances significativos, ahora ya con el universal modelo del sistema inglés.

			Este movimiento inmenso, de construcción en realidad del Estado del Bienestar, supuso la época de la euforia de la Seguridad Social, que se manifestó muy expresivamente en los textos internacionales. De este modo, aunque sabemos que estos textos tienen un reducido valor institucional y coactivo concretos, mucho más en esta materia «social», la Seguridad Social se va conformando como una pieza imprescindible del entramado normativo e institucional de todo Estado «civilizado» y «decente» —«digno»—. Son de las décadas de los cincuenta, sesenta y principios de los setenta: el Convenio núm. 102 OIT (1952), relativo a la Norma mínima de Seguridad Social, acompañado de una Recomendación sobre «Norma más avanzada de Seguridad Social», y precedido y continuado por hasta dieciséis Convenios complementarios. Asimismo, se destaca la Carta Social Europea (1961, luego revisada en 1996), que llegó a declarar el compromiso (¡todavía formalmente vigente!) de los Estados miembros de conseguir un «Régimen cada vez más generoso» de Seguridad Social (Carta Social Europea revisada en 1996); y el —tan minucioso como relativamente irrelevante en la práctica jurídica— Código Europeo de Seguridad Social del Consejo de Europa (versión originaria, 1964; versión vigente publicada en el BOE n.º 65, de 17 de marzo de 1995), que en su Preámbulo indica expresivamente el convencimiento «de que es conveniente establecer un Código Europeo de Seguridad Social a un nivel más elevado que la norma mínima definida en el Convenio Internacional de Trabajo número 102 relativo a la Norma Mínima de Seguridad Social».

			Por su parte, las Constituciones posteriores a la Segunda Guerra Mundial ya incluyeron menciones a los derechos de Seguridad Social, aunque de una manera heterogénea. Se emplean en ellas expresiones que no siempre utilizan la de Seguridad Social; se define ésta como «derecho subjetivo» o como objetivo protector del Estado. Un hito importante es el que representa la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, elevada a rango normativo por el artículo 6 del TUE (2007), que contiene todo un bloque normativo dedicado a la garantía de los derechos de Seguridad Social (arts. 25, 34, 35, etc.).

			De este modo, la regulación ganará en «seriedad» y «estabilidad» institucional, si bien es igualmente claro que ninguna Constitución se ha atrevido nunca a formular —en lo bueno y en lo malo— un «modelo» definido y cerrado, por tanto, un «compromiso» concreto o determinado de Seguridad Social. Las normas constitucionales suelen mostrar una textura «relativamente» abierta.

			Asimismo, se postula el paso de la consideración de los «riesgos» hacia la protección de las «situaciones de necesidad»; la asimilación de las cotizaciones a la figura de los tributos, y el control presupuestario de los regímenes financieros (presupuestarización de los Sistemas), con la proyección de buena parte de las técnicas y principios constitucionales para el Sistema impositivo. España no pudo estar en la primera línea de esa oleada de transformaciones por causa de su trayectoria política: la crisis pre-republicana, el corto período republicano, la guerra civil, la autarquía de los primeros momentos del franquismo… Sólo los últimos años de la década de los veinte, se caracterizaron por una evolución progresiva en la línea tradicional de los Seguros Sociales. Este proceso se reforzó significativamente en el primer bienio de la Segunda República española, al amparo ya de la Constitución republicana de 1931.

			Los primeros años del franquismo se caracterizaron por la implantación de una política social mimética de la Italia fascista. Pero fue ciertamente en el período franquista cuando se produjeron los más significativos avances en materia de Seguros Sociales y de Seguridad Social. El Fuero del Trabajo fue seguido por la Ley de Principios Fundamentales del Movimiento (1958), en donde curiosamente, y desde luego sin base jurídica real que permitiera concretarlo, se declaraba el «derecho» de los españoles a la Seguridad Social (como derecho subjetivo perfecto, decía la doctrina del momento).

			Y los paradigmas institucionales concretos, mucho más interesantes que las declaraciones solemnes, que avalan esa observación fueron la reorganización del Subsidio familiar. También la del célebre, aún con vigencia residual, SOVI (Seguro Obligatorio de Vejez e Invalidez), y la instauración del primer «Seguro Obligatorio de Enfermedad» (1942-1944), con sus consecuencias colaterales. También, en la rama familiar, la instauración del Plus Familiar (1953), como forma efectiva de la protección familiar dentro de los sistemas de protección; la instauración del sistema complementario de prestaciones denominado Mutualismo Laboral y, finalmente, la instauración por primera vez del «Seguro de Desempleo» (1962), que coronaba, con todas

			
			
			
			
			G) La etapa de la «crisis» de la Seguridad Social: de los «discursos» del «desmantelamiento» a las «prácticas» de la «racionalización» (reducción) de la protección dispensada

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			II. SEGURIDAD SOCIAL Y ASISTENCIA SOCIAL EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO. APROXIMACIÓN JURÍDICO-CONCEPTUAL: UNA CUESTIÓN JURÍDICO-PRÁCTICA DE BASE TERMINOLÓGICA. INSTITUCIONES DE SEGURIDAD SOCIAL Y DE ASISTENCIA SOCIAL

			
			
			
			
			
			
			
			
			III. LA CONCEPTUACIÓN NORMATIVA (TÉCNICO-LEGISLATIVA) DE LA SEGURIDAD SOCIAL. PANORÁMICA DEL SISTEMA DE FUENTES DEL DERECHO POSITIVO DE LA SEGURIDAD SOCIAL

			1. Los antecedentes inmediatos

			
			
			
			
			
			
			
			
			2. El sistema normativo en 1963: la Ley de Bases de la Seguridad Social y su proceso normativo

			
			
			
			
			3. La «legislación vigente» como problema. Textos articulados, refundidos y normativa complementaria. Del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social de 1994 al Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social de 2015

			
			
			
			
			4. La Seguridad Social en la Constitución de 1978. La distribución de competencias del Estado y de las Comunidades Autónomas en materia de Seguridad Social

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			5. El orden jurídico internacional y comunitario de la Seguridad Social

			A) Las normas internacionales de Seguridad Social

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			B) Sobre la existencia de un «Derecho comunitario de la Seguridad Social»

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			a) Principio de igualdad de trato

			
			
			
			
			
			
			b) Totalización de períodos

			
			
			c) No acumulación de prestaciones

			
			d) Prorrateo de las prestaciones

			
			e) Exportabilidad de las prestaciones

			
			
			
			
			
			
			
			
			C) La Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			IV. UNA APROXIMACIÓN SISTEMÁTICA A LA SEGURIDAD SOCIAL: LA ESTRUCTURA BÁSICA DEL «SISTEMA NORMATIVO» DE LA SEGURIDAD SOCIAL

			
			
			1. Estructura de la Ley

			
			
			
			
			
			
			
			
			2. El valor significativo de los Títulos de la Ley. Estudio del Título I

			
			
			
			
			A) El derecho de los ciudadanos a la Seguridad Social

			
			
			
			
			
			B) La Seguridad Social como competencia del Estado y de carácter público

			
			
			
			
			
			
			C) La división del Sistema en prestaciones contributivas y prestaciones «no contributivas»

			
			
			
			
			
			D) El tema del «Régimen General» y de los «Regímenes Especiales»

			
			
			a) Origen, sentido, contenido y evolución de los Regímenes Especiales

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			b) Los procesos de integración de los Regímenes Especiales

			
			
			
			
			
			
			V. REPENSANDO CRÍTICAMENTE EL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL
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